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PREÁMBULO 
 
I 

 
La economía española está caracterizada por su dinamismo tal y como ha 

quedado demostrado en el espectacular desarrollo de las últimas décadas. En ese tiempo 
se ha incrementado su integración a nivel internacional, lo que ha permitido beneficiarse 
de mayores oportunidades de crecimiento. 

En este proceso de desarrollo se han venido acumulando desequilibrios 
económicos y financieros. España ha avanzado en 2012 hacia la corrección de sus 
vulnerabilidades, al aplicar una estrategia de política económica que persigue la 
transición hacia un equilibrio sostenible y sentar las bases de un crecimiento que 
permita generar empleo. 

En este contexto, las reformas estructurales que se aplican en España desde 
principios de 2012 persiguen tres objetivos principales: En primer lugar, dotar a la 
economía española de estabilidad macroeconómica tanto en términos de déficit público 
e inflación como de equilibrio exterior. En segundo lugar, lograr unas entidades 
financieras sólidas y solventes, que permitan volver a canalizar el crédito hacia la 
inversión productiva. Finalmente, conseguir un alto grado de flexibilidad que permita 
ajustar los precios y salarios relativos, de forma que se consiga aumentar la 
competitividad de nuestra economía. 

A partir de este conjunto de actuaciones se han superado algunos de los 
obstáculos fundamentales para la reactivación económica. En cualquier caso, es 
necesario continuar con el esfuerzo reformista para recuperar la senda del crecimiento 
económico y la creación de empleo. 

Por ello, a efectos de desarrollar la tercera área de la citada estrategia de política 
económica, además de mantener y culminar las actuaciones ya iniciadas, se da 
comienzo a una segunda generación de reformas estructurales necesarias para volver a 
crecer y crear empleo. 

Dentro del tejido empresarial español, destacan por su importancia cuantitativa y 
cualitativa las pymes y los autónomos. Los estudios demuestran que precisamente este 
tipo de empresas y emprendedores constituyen uno de los principales motores para 
dinamizar la economía española, dada su capacidad de generar empleo y su potencial de 
creación de valor. 

No obstante, durante los últimos años, estos agentes económicos han registrado 
un descenso de la actividad económica y han tenido que desarrollar su actividad en un 
entorno laboral, fiscal, regulatorio y financiero que ha mermado su capacidad de 
adaptación a los cambios. Además, se vienen enfrentando a una dependencia estructural 
de la financiación de origen bancario que puede limitar, en circunstancias como las 
actuales, su capacidad de expansión. 

El marco regulatorio e institucional en el que se desenvuelven las actividades 
empresariales resulta de esencial importancia para impulsar ganancias de productividad 
y optimizar los recursos. 



Por ello, es imprescindible que desde las administraciones públicas se potencie y 
se facilite la iniciativa empresarial, especialmente en la coyuntura económica actual. Es 
necesario el establecimiento de un entorno que promueva la cultura emprendedora, así 
como la creación y desarrollo de proyectos empresariales generadores de empleo y de 
valor añadido. 

El apoyo a la iniciativa emprendedora, al desarrollo empresarial y a la creación 
de empleo es la lógica común que vertebra el conjunto de medidas que se recoge en esta 
ley. 

En este sentido, en la presente ley se adoptan medidas, con carácter de urgencia, 
dirigidas a desarrollar la Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven, a fomentar la 
financiación empresarial a través de mercados alternativos, a reducir la morosidad en las 
operaciones comerciales y, en general, a fomentar la competitividad de la economía 
española. 

 
II 

 
El desempleo juvenil en España es un problema estructural, que se ha visto 

agravado por la crisis, y que presenta graves consecuencias para la situación presente y 
futura de los jóvenes españoles y limita el crecimiento potencial de la economía 
española en el largo plazo. 

Durante el tercer trimestre de 2012, España registró una tasa de desempleo del 
54,1 % para los jóvenes menores de 25 años, frente al 23 % de la UE-27, según datos de 
Eurostat. 

Si atendemos al desglose de los datos de la Encuesta de población Activa (EPA) 
para el cuarto trimestre de 2012, la tasa de paro se sitúa en el 74 % en el grupo de 
población compuesto por jóvenes de entre 16 y 19 años, en el 51,7 % entre los jóvenes 
con edades comprendidas entre los 20 y los 24 años, y en el 34,4 % entre los jóvenes 
que tienen entre 25 y 29 años. 

Además de las circunstancias derivadas de la coyuntura económica actual, 
existen un conjunto de debilidades estructurales que influyen directamente en las cifras 
de desempleo joven y sobre las que se propone trabajar, tales como la alta tasa de 
abandono escolar, que dobla los valores de la UE-27; la marcada polarización del 
mercado de trabajo, donde unos jóvenes abandonan sus estudios con escasa 
cualificación y otros, altamente cualificados, están subempleados; el escaso peso 
relativo de la formación profesional de grado medio y la baja empleabilidad de los 
jóvenes, especialmente en lo relativo al conocimiento de idiomas extranjeros; la alta 
temporalidad y contratación parcial no deseada; la dificultad de acceso al mercado 
laboral de los grupos en riesgo de exclusión social; y la necesidad de mejorar el nivel de 
autoempleo e iniciativa empresarial entre los jóvenes. 

El título I desarrolla la Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven 2013-
2016 que se enmarca en el objetivo de impulsar medidas dirigidas a reducir el 
desempleo juvenil, ya sea mediante la inserción laboral por cuenta ajena o a través del 
autoempleo y el emprendimiento, y es el resultado de un proceso de diálogo y 
participación con los interlocutores sociales. 

Además, responde a las recomendaciones que, en materia de empleo joven, ha 
realizado la Comisión Europea y se enmarca dentro del Plan Nacional de Reformas 
puesto en marcha por el Gobierno. De esta forma, está en línea con los objetivos de la 
«Garantía Juvenil» europea y desarrolla buena parte de las recomendaciones específicas 
o líneas de actuación que se proponen desde los ámbitos de la Unión Europea. 



Sus objetivos pasan por mejorar la empleabilidad de los jóvenes, aumentar la 
calidad y la estabilidad del empleo, promover la igualdad de oportunidades en el acceso 
al mercado laboral y fomentar el espíritu emprendedor. Y los ejes sobre los que se 
vertebra la Estrategia son: incentivar la contratación y la iniciativa empresarial entre los 
jóvenes, adecuar la educación y la formación que reciben a la realidad del mercado de 
trabajo y reducir la tasa de abandono escolar temprano. 

Para hacerlo posible, la Estrategia contiene una serie de medidas encaminadas a 
favorecer la inserción laboral de los jóvenes, ya sea por cuenta ajena o a través del 
emprendimiento, que se clasifican en función de su impacto y su desarrollo temporal. 

La Estrategia pretende servir de cauce de participación a todas las instituciones 
públicas y privadas, a las empresas y a todo tipo de organizaciones que quieran 
colaborar en alcanzar sus objetivos. 

Para ello, se ha articulado como un instrumento abierto, al que podrán sumarse 
todos aquellos que quieran contribuir con sus propias iniciativas a hacer frente al reto 
del empleo juvenil en cualquiera de sus formas, del emprendimiento y el autoempleo, y 
contará con un sello o distintivo que podrá ser utilizado en reconocimiento de su 
contribución. 

Este conjunto de medidas se ha diseñado tras un proceso de diálogo y 
participación con los interlocutores sociales. Igualmente, se han realizado consultas a 
las principales entidades y asociaciones del trabajo autónomo y de la economía social, 
entre otras. 

En esta ley se desarrollan un primer conjunto de medidas que se espera tengan 
un impacto positivo a la hora de reducir la tasa de desempleo juvenil y de mejorar la 
calidad y la estabilidad en el empleo. 

En el capítulo I del título I se adoptan medidas para fomentar el emprendimiento 
y el trabajo por cuenta propia entre los jóvenes menores de 30 años entre las que 
destacan la implantación de una cuota inicial reducida, la compatibilización de la 
prestación por desempleo con el inicio de una actividad por cuenta propia, o la 
ampliación de las posibilidades de aplicación de la capitalización de la prestación por 
desempleo. 

De forma complementaria, en el capítulo II se establece un marco fiscal más 
favorable para el autónomo que inicia una actividad emprendedora con el objetivo de 
incentivar la creación de empresas y reducir la carga impositiva durante los primeros 
años de ejercicio de una actividad. 

Así, en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades, se establece un tipo de 
gravamen del 15 por ciento para los primeros 300.000 euros de base imponible, y del 20 
por ciento para el exceso sobre dicho importe, aplicable en el primer período impositivo 
en que la base imponible de las entidades resulta positiva y en el período impositivo 
siguiente a este. 

En consonancia con lo anterior, en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, con la finalidad de fomentar el inicio de la actividad emprendedora, se establece 
una nueva reducción del 20 por ciento sobre los rendimientos netos de la actividad 
económica obtenidos por los contribuyentes que hubieran iniciado el ejercicio de una 
actividad económica, aplicable en el primer período impositivo en que el rendimiento 
neto resulte positivo y en el período impositivo siguiente a este. 

También, en el ámbito del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se 
suprime el límite actualmente aplicable a la exención de las prestaciones por desempleo 
en la modalidad de pago único. 

El capítulo III contiene medidas destinadas a incentivar la incorporación de 
jóvenes a las empresas de la economía social, así como estímulos a la contratación de 



jóvenes en situación de desempleo. Entre estos últimos, destacan los incentivos 
destinados a la contratación a tiempo parcial con vinculación formativa, a la 
contratación indefinida de un joven por microempresas y empresarios autónomos y a la 
contratación en prácticas. 

Además, se estimula la contratación por jóvenes autónomos de parados de larga 
duración mayores de 45 años y la contratación de jóvenes para que adquieran una 
primera experiencia profesional. 

El capítulo IV incorpora medidas relacionadas con la mejora de la 
intermediación laboral, cuya eficacia hace necesario eliminar cualquier traba que 
obstaculice la rápida cobertura de los puestos de trabajo disponibles permitiendo que 
cualquier persona tenga conocimiento de las ofertas de empleo. Por ello se prevé que los 
servicios públicos de empleo registren todas las ofertas y demandas de empleo en la 
base de datos del Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo regulado 
en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, garantizándose así la difusión de 
esta información a todos los ciudadanos, empresas y administraciones públicas, como 
garantía de transparencia y unidad de mercado. 

En la misma línea de mejora de la intermediación laboral, se incluye en esta ley 
una modificación del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, que permitirá al 
Servicio Público de Empleo Estatal y a los órganos de contratación competentes de las 
Comunidades Autónomas, y de los organismos y entidades dependientes de ellas e 
integrados en el Sistema Nacional de Empleo, concluir de forma conjunta acuerdos 
marco con el fin de fijar las condiciones a que habrán de ajustarse los contratos de 
servicios que se consideren oportunos para facilitar a los servicios públicos de empleo la 
intermediación laboral. 

 
III 

 
Se articulan en el título II diversas medidas de fomento de la financiación 

empresarial, que exigen su adopción de manera urgente dada la actual coyuntura 
económica. 

Se efectúa, una modificación del Reglamento de Ordenación y Supervisión de 
los Seguros Privados para recoger la posibilidad de que las entidades aseguradoras 
puedan invertir en valores admitidos a negociación en el Mercado Alternativo Bursátil, 
y que dichas inversiones sean consideradas aptas para la cobertura de provisiones 
técnicas. 

En la misma línea, el Reglamento de planes y fondos de pensiones se modifica 
para recoger la posibilidad de que los fondos de pensiones puedan invertir en valores 
admitidos a negociación en el Mercado Alternativo Bursátil, así como en entidades de 
capital riesgo, estableciendo un límite máximo específico del 3% del activo del fondo 
para la inversión en cada entidad. 

Por último, para facilitar el acceso a la financiación no bancaria de las empresas 
españolas, es necesario levantar la limitación impuesta en el artículo 405 de la Ley de 
Sociedades de Capital, por la que el importe total de las emisiones de las sociedades no 
puede ser superior al capital social desembolsado, más las reservas. La modificación 
levanta esta limitación para inversión en sistemas multilaterales de negociación (en 
línea con lo que ya se produce con los mercados regulados). Esta flexibilización sólo se 
aplicará en aquellos casos en los que las emisiones vayan dirigidas a inversores 
institucionales, para asegurar una adecuada protección de los inversores minoristas. De 
este modo se contribuye de manera sustancial al desarrollo de los mercados alternativos, 



articulados como sistemas multilaterales de negociación, y, en línea con los proyectos 
en marcha de mejora de la financiación de las PYMES españolas, se facilita la aparición 
de mercados especializados en la negociación de deuda de empresas. 

 
IV 

 
Al objeto de aliviar la difícil situación económica que atraviesan algunas 

entidades locales y algunas comunidades autónomas, el Gobierno aprobó el pasado año 
el Real Decreto-ley 4/2012, de 24 de febrero, por el que se determinan obligaciones de 
información y procedimientos necesarios para establecer un mecanismo de financiación 
para el pago a los proveedores de las entidades locales, y que posteriormente se hizo 
extensible a las comunidades autónomas mediante un Acuerdo del Consejo de Política 
Fiscal y Financiera de 6 de marzo de 2012. Asimismo, se creó un Fondo para la 
Financiación de pagos a proveedores, mediante el Real Decreto-ley 7/2012, de 9 de 
marzo. 

La citada normativa estableció un mecanismo extraordinario de financiación 
para el pago y cancelación de las deudas contraídas con los proveedores de las entidades 
locales y comunidades autónomas, que permitía el pago de las deudas que tenían con los 
contratistas, al mismo tiempo que se facilitaba a las administraciones públicas 
endeudadas la formalización de préstamos a largo plazo, si bien con la exigencia de una 
condicionalidad fiscal y financiera que se concretó, entre otros elementos, en el 
requisito de disponer de planes de ajuste. 

Mediante las disposiciones contenidas en el capítulo I del título III de la presente 
ley, se establece una nueva fase del citado mecanismo al mismo tiempo que se amplía 
su ámbito subjetivo y objetivo de aplicación y se establecen algunas especialidades del 
procedimiento necesarias para esta nueva fase. 

De este modo, se incluyen a las mancomunidades de municipios y las entidades 
locales que se encuentran en el País Vasco y Navarra. 

Con respecto al ámbito objetivo de aplicación, se incluyen, entre otras, las 
obligaciones pendientes de pago derivadas de: convenios, concesiones administrativas, 
encomiendas de gestión en las que la entidad encomendada tenga atribuida la condición 
de medio propio y servicio técnico de la Administración, de los contratos de 
arrendamiento sobre bienes inmuebles, de los contratos previstos en la Ley 31/2007, de 
30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, 
los transportes y los servicios postales, de los contratos de concesión de obras públicas, 
de colaboración entre el sector público y el sector privado y de contratos de gestión de 
servicios públicos, en la modalidad de concesión, en los que se hubiere pactado una 
subvención a cargo de las entidades locales o comunidades autónomas. 

Por otra parte, en esta ampliación se podrán incluir exclusivamente aquellas 
obligaciones pendientes de pago a contratistas que estuvieren contabilizadas y aplicadas 
a los presupuestos. 

La sección 1.ª de disposiciones generales regula el objeto del capítulo primero 
que se concreta en la ampliación de los ámbitos subjetivo y objetivo del mecanismo de 
financiación para el pago a proveedores, así como el establecimiento de las 
especialidades necesarias. 

La sección 2.ª sobre disposiciones aplicables a las entidades locales regula el 
ámbito subjetivo y objetivo de aplicación, de acuerdo con los criterios antes citados, y 
establece las especialidades relativas al procedimiento para el suministro de 
información, con especial atención a las mancomunidades de municipios, y a los planes 
de ajuste. 



La sección 3.ª de disposiciones aplicables a las comunidades autónomas, 
establece el ámbito subjetivo y objetivo de aplicación, las especialidades 
procedimentales relativas al suministro de información y al pago de facturas, la 
necesaria revisión de los planes de ajuste conforme a las nuevas operaciones de crédito 
concertadas, así como el modo de cancelación de las obligaciones pendientes de pago 
que tengan financiación afectada. 

Por otra parte, la morosidad en el pago de deudas contractuales entre empresas, 
al igual que entre estas y las administraciones públicas, y los plazos de pago vienen 
siendo objeto de especial atención tanto en la Unión Europea como en nuestro país. La 
razón de esta preocupación obedece a los efectos negativos que tanto esa morosidad 
como unos plazos de pago excesivamente largos tienen sobre el empleo, la 
competitividad y la propia supervivencia de las empresas. 

Fruto de lo anterior fue la aprobación de la Directiva 2000/35/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, que España 
transpuso a nuestro ordenamiento jurídico a través de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre. 

Al tiempo que la Unión Europea comenzaba la revisión de la Directiva 
2000/35/CE, España también abordó la modificación de nuestra ley, la cual se plasmó 
en la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, 
por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales. 

De esta forma, se anticiparon diversas medidas que posteriormente se incluyeron 
en la Directiva 2011/7/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 
2011, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales, que vino a sustituir a la anterior Directiva del año 2000. Así ha ocurrido 
con los plazos de pago, incluidos los del sector público. 

Aunque el derecho español después de la modificación indicada cumple, en 
líneas generales, con las nuevas exigencias de la Unión Europea, hay determinados 
aspectos en los que existe alguna divergencia que hace ineludible la reforma de la Ley 
3/2004, de 29 de diciembre, que se acomete en el capítulo segundo del título III de la 
presente ley. 

Entre las modificaciones que ahora se operan, en primer término, se encuentra la 
determinación de los plazos de pago, que es objeto de simplificación. Se precisan tanto 
los plazos de pago como el cómputo de los mismos, con la novedad de la previsión de 
procedimiento de aceptación o de comprobación, que han de regularse para impedir su 
utilización con la finalidad de retrasar el pago. 

Se incorpora la previsión relativa a los calendarios de pago y cómo se calcularán 
los intereses en caso de que alguno de los pagos no se abonara en la fecha pactada. 

Se reforma también el tipo legal de interés de demora que el deudor estará 
obligado a pagar, que pasa de siete a ocho puntos porcentuales los que se han de sumar 
al tipo de interés aplicado por el Banco Central Europeo a su más reciente operación 
principal de financiación. 

En la indemnización por costes de cobro se prevé que en todo caso se han de 
abonar al acreedor una cantidad fija de 40 euros, sin necesidad de petición previa, que 
se añadirán a la que resulte de la reclamación que sigue correspondiéndole por los 
gastos en que se incurrió para conseguir el cobro de la cantidad adeudada. Además, 
desaparece el anterior límite de esta indemnización, que no podía superar el 15 por 
ciento de la deuda principal. En esta indemnización se podrán incluir, entre otros, los 



gastos que la mora ha comportado para el acreedor por la contratación de un abogado o 
de una agencia de gestión de cobro. 

Otra novedad consiste, precisamente, en la inclusión entre las cláusulas abusivas 
y, por tanto nulas, como regula la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación, las que excluyan la indemnización por costes de cobro, las 
cuales serán contrarias a la ley, salvo que el deudor demostrase que dicha exclusión no 
es abusiva. Y junto a esas cláusulas la previsión de que la infracción de esta ley se 
produzca a través de prácticas comerciales, que también reciben la calificación de 
abusivas y tendrán el mismo régimen de impugnación. 

 
V 

 
La situación económica actual plantea la necesidad de que se intensifiquen las 

medidas de racionalización del sector ferroviario para lograr la máxima eficiencia en la 
gestión de los servicios e impulsar los procesos de liberalización ya iniciados. 

Con el objeto de lograr los citados fines, así como unificar la gestión de las 
infraestructuras ferroviarias estatales, se considera necesario traspasar a la entidad 
pública empresarial Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF) la red 
ferroviaria de titularidad estatal. De esta forma, las infraestructuras ferroviarias y 
estaciones que constituyen la red de titularidad del Estado cuya administración ADIF 
tiene encomendada, pasarán a ser de titularidad de ésta, con lo que se unifica la 
titularidad con las funciones de administración de la red en beneficio de la eficacia. 

Por otro lado, el Real Decreto-ley 22/2012, de 20 de julio, por el que se adoptan 
medidas en materia de infraestructuras y servicios ferroviarios, prevé la reestructuración 
de RENFE-Operadora en cuatro sociedades mercantiles que asumirán las diferentes 
funciones que tiene encomendadas, entre ellas el transporte de viajeros y mercancías. 
Para que éstas puedan operar, de acuerdo con la Ley del Sector Ferroviario, en el 
momento en que efectivamente se constituyan, es necesario que cuenten con la 
correspondiente licencia de empresa ferroviaria, certificado de seguridad y que se les 
asigne la capacidad de infraestructura necesaria. 

Se introducen también determinadas modificaciones en la Ley 39/2003, de 17 de 
noviembre, del Sector Ferroviario. En primer lugar, se procede a dar cumplimiento a la 
sentencia 245/2012, de 18 de diciembre de 2012, del Tribunal Constitucional, respecto a 
la determinación de la Red Ferroviaria de Interés General. Debe resaltarse la previsión 
del próximo establecimiento de un catálogo de las líneas y tramos de la Red Ferroviaria 
de Interés General que será aprobado por el Ministerio de Fomento previa audiencia de 
las comunidades autónomas por cuyo territorio discurra dicha red. Con carácter 
transitorio, en tanto no se produzca el establecimiento del catálogo de las líneas y 
tramos de la Red Ferroviaria de Interés General, se considerará que ésta se compone de 
las líneas y tramos relacionados en anexo a esta ley. 

También se modifica la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector 
Ferroviario, en relación con la apertura progresiva a la libre competencia del transporte 
ferroviario de viajeros, dentro del ámbito de competencias que corresponden al Estado 
sobre dicho transporte, conforme con lo dispuesto en el artículo 149.1.21 de la 
Constitución. En este sentido, se contempla transitoriamente establecer un esquema de 
mercados en el que el acceso para los nuevos operadores se llevará a cabo a través de la 
obtención de títulos habilitantes. El Consejo de Ministros determinará el número de 
títulos habilitantes a otorgar para cada línea o conjunto de líneas en las que se prestará el 
servicio en régimen de concurrencia y el otorgamiento de los títulos habilitantes se 



llevará a cabo por el Ministerio de Fomento a través del correspondiente procedimiento 
de licitación. 

No obstante, los servicios de transporte de viajeros con finalidad 
primordialmente turística (que incluyen los «trenes turísticos»), que no están definidos 
en la Ley del Sector Ferroviario y que actualmente presta RENFE-Operadora (y 
previamente RENFE-Operadora y FEVE), no son servicios necesarios para la 
movilidad, sino que son servicios de ocio en los que no se dan las circunstancias que 
aconsejen periodos transitorios en el proceso de liberalización. 

 
VI 

 
Dado el actual escenario de recesión económica y teniendo en cuenta la 

evolución de las cotizaciones de los productos petrolíferos, se considera justificado por 
razones de interés nacional, velar por la estabilidad de los precios de los combustibles 
de automoción y adoptar medidas directas de impacto inmediato sobre los precios de los 
carburantes, al tiempo que permitirán un funcionamiento más eficiente de este mercado. 

El mayor nivel de precios antes de impuestos de los carburantes en España 
respecto a Europa se constata de forma reiterada en los distintos informes de 
supervisión emitidos por la Comisión Nacional de Energía. 

Asimismo, la Comisión Nacional de la Competencia concluye en los diferentes 
informes emitidos que, a partir de una comparación de precios de los carburantes de 
varios países de Europa, el comportamiento de los precios y márgenes de mercado de 
distribución de carburantes en España muestra signos de una reducida competencia 
efectiva. 

En este sentido, se adoptan una serie de medidas tanto en el mercado mayorista 
como en el minorista, que permitirán incrementar la competencia efectiva en el sector, 
reduciendo las barreras de entrada a nuevos entrantes y repercutiendo positivamente en 
el bienestar de los ciudadanos. 

Estas medidas se implementan a través de la modificación puntual de la Ley 
34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, que establece el marco sectorial 
básico, en particular del suministro de hidrocarburos líquidos y del Real Decreto-ley 
6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en 
Mercados de Bienes y Servicios. 

En el ámbito mayorista, se considera necesario garantizar que la eficiencia de la 
logística de hidrocarburos permita que los costes de distribución sean lo más bajos 
posibles. Por este motivo, se modifican los artículos 41, 43 y 109 de la Ley 34/1998, de 
7 de octubre, y se profundiza en el régimen de supervisión de las instalaciones logísticas 
y de almacenamiento que tienen obligación de acceso de terceros en condiciones 
transparentes, objetivas y no discriminatorias, lo que permitirá a las administraciones 
públicas seguir adecuadamente la actividad desarrollada por estas compañías y su 
incidencia en la competencia en el mercado. 

En el ámbito minorista del sector, se proponen medidas para eliminar barreras 
administrativas, simplificar trámites a la apertura de nuevas instalaciones de suministro 
minorista de carburantes y medidas para fomentar la entrada de nuevos operadores. 

Se facilita la apertura de estaciones de servicio en centros comerciales, parques 
comerciales, establecimientos de inspección técnica de vehículos y zonas o polígonos 
industriales, profundizándose en los objetivos marcados por el Real Decreto-ley 6/2000, 
de 23 de junio. 

De forma adicional a las dificultades para el establecimiento de nuevas 
estaciones de servicio, la existencia de contratos de suministro al por menor en 



exclusiva se considera una de las principales barreras de entrada y expansión de 
operadores en España alternativos a los operadores principales. Las restricciones 
contractuales que actualmente aparecen en los contratos en exclusiva, limitan la 
competencia en el sector, lo que perjudica a los consumidores. Para paliar dicho efecto, 
se añade un nuevo artículo 43 bis a la Ley 34/1998, de 7 de octubre, para establecer 
condiciones más estrictas para la suscripción de contratos de suministro en exclusiva y 
prohibiendo las recomendaciones de precio de venta al público. Se persigue evitar 
regímenes económicos de gestión de estaciones de servicio con contratos en exclusiva 
en los que el distribuidor minorista actúa como un revendedor con descuento fijo o 
como un comisionista. En estos regímenes, el precio recomendado o el precio máximo, 
son parámetros fundamentales en el establecimiento del precio de adquisición del 
producto, fomentando el alineamiento de precios entre estaciones de servicio 
abanderadas, reduciéndose así la competencia intramarca. 

Asimismo, y de manera transitoria, se limita el crecimiento en número de 
instalaciones de venta de productos petrolíferos a los principales operadores de cada 
provincia. 

El Real Decreto 459/2011, de 1 de abril, por el que se fijan los objetivos 
obligatorios de biocarburantes para los años 2011, 2012 y 2013, establece objetivos 
anuales de consumo y venta de biocarburantes tanto globales, como por producto en 
dicho periodo. Con el fin de alcanzar dichos ambiciosos objetivos, los sujetos están 
obligados a utilizar importantes cantidades de biodiésel, así como productos alternativos 
como el hidrobiodiésel, cuyo contenido energético es computable para el cumplimiento 
de los citados objetivos y presenta la ventaja de que, al ser un producto prácticamente 
indiferenciado del gasóleo, cumple las especificaciones técnicas vigentes en elevados 
porcentajes de mezcla. Sin embargo, se trata de productos más caros que el carburante 
fósil, lo que repercute de forma significativa en el precio final del gasóleo. 

En el actual escenario económico y de precios de los carburantes, se considera 
conveniente revisar los objetivos de 2013, estableciendo unos objetivos que permitan 
minimizar el precio de los carburantes y asegurar cierta estabilidad al sector de los 
biocarburantes, sin que, en ningún caso, se comprometa el cumplimiento de los 
objetivos comunitarios previstos para 2020. Se establecen asimismo los objetivos de 
consumo y venta de biocarburantes, tanto globales, como por productos, para los 
próximos años. 

Con este mismo objetivo, se establece un periodo de carencia de forma que no se 
exigirá el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad establecidos en el artículo 4 
del Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre. No obstante, los sujetos deberán 
remitir información veraz al respecto y aplicar de forma correcta el sistema de balance 
de masa previsto. 

 
VII 

 
La presente ley se completa con nueve disposiciones adicionales, seis 

transitorias, una derogatoria y quince finales. 
La disposición adicional primera prevé que las bonificaciones y reducciones de 

cuotas previstas en la presente ley se financiarán con cargo a la correspondiente partida 
presupuestaria del Servicio Público de Empleo Estatal y se soportarán por el 
presupuesto de ingresos de la Seguridad Social, respectivamente. Asimismo, establece 
las actuaciones a realizar por el Servicio Público de Empleo Estatal y por la Tesorería 
General de la Seguridad Social en relación con el control de las reducciones y 
bonificaciones practicadas. 



La disposición adicional segunda prevé la creación de una Comisión 
Interministerial, cuya composición y funciones se determinará reglamentariamente, para 
el seguimiento y la evaluación de la Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven, y la 
disposición adicional tercera encomienda al Ministerio de Empleo y Seguridad Social 
articular el procedimiento de adhesión a la Estrategia y establece la obligación de dicho 
Departamento de informar periódicamente sobre las empresas adheridas y las iniciativas 
planteadas. 

Además, en la disposición adicional cuarta se determina el plazo de 12 meses 
para la adaptación de los contratos de distribución a las condiciones previstas en el 
nuevo artículo 43 bis. 

En la disposición adicional quinta se prevé la posibilidad de que una empresa de 
trabajo temporal y una usuaria celebren contratos de puesta a disposición. 

En la disposición adicional sexta se modifica la base imponible de las apuestas 
sobre acontecimientos deportivos o de competición y del bingo en las Ciudades con 
Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla. Y en la disposición adicional séptima se 
modifica el artículo 9 de la Ley 8/1991, de 25 de marzo, por la que se aprueba el 
Impuesto sobre la producción, los servicios y la importación en las Ciudades de Ceuta y 
Melilla. 

La disposición transitoria primera prevé que las medidas e incentivos recogidos 
en los artículos 9 a 13 de la ley continúen en vigor hasta que la tasa de desempleo se 
sitúe por debajo del 15 %. 

La disposición transitoria segunda, respecto de los contratos de trabajo y las 
bonificaciones y reducciones preexistentes, precisa que continuarán rigiéndose por la 
normativa vigente en el momento de su celebración o el inicio de su disfrute. 

La disposición transitoria tercera hace referencia a contratos preexistentes en 
materia de morosidad. 

La disposición transitoria cuarta se refiere a las licencias que se soliciten para 
nuevas instalaciones de suministro, que ya dispongan de licencia municipal para su 
funcionamiento. La disposición transitoria quinta, determina, para completar el nuevo 
régimen jurídico introducido en el artículo 43.2, que los operadores al por mayor de 
productos petrolíferos con una cuota de mercado superior al 30 por ciento, no podrán 
suscribir nuevos contratos de distribución en exclusiva con distribuidores al por menor 
que se dediquen a la explotación de la instalación para el suministro de combustibles y 
carburantes a vehículos, con independencia de quién ostente la titularidad o derecho real 
sobre la misma. La disposición transitoria sexta establece el inicio de efectos de las 
modificaciones en materia de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

La disposición derogatoria deroga la disposición transitoria primera del Real 
Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la 
Competencia en Mercados de Bienes y Servicios, por contravenir lo dispuesto en esta 
ley. 

Con respecto a las disposiciones finales, destaca, en primer término, el carácter 
supletorio de los Reales Decretos-ley 4/2012, de 24 de febrero, y 7/2012, de 9 de marzo. 

La disposición final segunda modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
para suprimir el último párrafo del artículo 11.1.c). Las disposiciones finales tercera, 
cuarta y quinta modifican la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las 
empresas de trabajo temporal, el artículo 3 de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas 
urgentes para la reforma del mercado laboral, y el Real Decreto 1529/2012, de 8 de 
noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se 
establecen las bases de la formación profesional dual, respectivamente, para autorizar a 



las empresas de trabajo temporal a celebrar contratos para la formación y aprendizaje 
con los trabajadores para ser puestos a disposición de las empresas usuarias. 

La disposición final séptima modifica diversos preceptos del texto refundido de 
la Ley de Contratos del Sector Público. Las modificaciones introducidas en los artículos 
216 y 222 tratan de precisar el momento de devengo de los intereses de demora 
previstos en la Directiva por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 
en las operaciones comerciales, en función de los diversos supuestos de recepción y 
tratamiento de las facturas, de forma consistente con la regulación de la Directiva 
2011/7/UE, de 16 de febrero de 2011. Mediante la modificación de la disposición 
adicional decimosexta de la Ley de Contratos del Sector Público se excluye de la 
regulación general de los usos de medios electrónicos, informáticos y telemáticos, las 
facturas electrónicas que se emitan en los procedimientos de contratación. En la medida 
que la factura es un elemento asociado a la ejecución del contrato, no está cubierta por 
las previsiones de la Directiva 2004/18/CE en materia de utilización de medios 
electrónicos en los procedimientos de contratación, y parece conveniente dado que surte 
efecto en el ámbito fiscal, bancario, etc., prever una regulación autónoma. En la nueva 
disposición adicional trigésima tercera se articula un nuevo itinerario de presentación de 
facturas ante el órgano administrativo con competencias en materia de contabilidad 
pública, a efectos de asegurar que la Administración tiene un conocimiento exacto de 
todas las deudas que tiene contraídas por la ejecución de los contratos. 

La disposición final novena modifica el Real Decreto-ley 7/2012, de 9 de marzo, 
por el que se crea el Fondo para la financiación de los pagos a proveedores y establece 
que corresponderá al ICO la administración y gestión de las operaciones que se 
concierten con el FFPP. 

La disposición final décima modifica el Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de 
julio, de medidas de liquidez de las administraciones públicas y en el ámbito financiero, 
disponiendo que el cumplimiento de las obligaciones derivadas de operaciones de 
endeudamiento con instituciones financieras multilaterales, así como las contempladas 
en los planes de ajuste no pueden quedar afectadas por las posibles retenciones de los 
recursos del sistema de financiación de las comunidades autónomas. 

La disposición final decimotercera modifica la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres; y la disposición final 
decimocuarta el texto refundido de la ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados. 

 
……………………………………………………………………………………………. 

 
Artículo 8. Incentivos en el ámbito del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. 

 
Con efectos desde 1 de enero de 2013 se introducen las siguientes 

modificaciones en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio: 

 
Uno. Se modifica la letra n) del artículo 7, que queda redactada de la siguiente 

forma: 
 
«Véase la letra n) del artículo 7 de la Ley 35/2006 » 

 



Dos. Se suprime la letra c) del apartado 2 del artículo 14. 
 
«Véase la letra c) del apartado 2 del artículo 14 de la Ley 35/2006» 

 
Tres. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 32, que queda redactado de la 

siguiente forma: 
 
«Véase el apartado 3 al artículo 32 de la Ley 35/2006» 

 
Cuatro. Se añade una disposición adicional trigésima octava que queda 

redactada de la siguiente forma: 
 

«Véase la disposición adicional trigésima octava de la Ley 35/2006» 
 

…………………………………………………………………………………................. 
 

Disposición derogatoria. Derogación normativa. 
 
Queda derogada la disposición transitoria primera del Real Decreto-ley 6/2000, 

de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados 
de Bienes y Servicios. 

Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en esta ley. 

 
Disposición final primera. Fundamento constitucional. 

 
El título I de la presente ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 

149.1.7.ª, 17.ª y 18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre las materias de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos 
de las comunidades autónomas, y de legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las comunidades 
autónomas, y de legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas, 
respectivamente. 

El título II se dicta al amparo de las competencias atribuidas al Estado en el 
artículo 149.1.11.ª de la Constitución en materia de bases de la ordenación del crédito, 
banca y seguros. 

Las medidas relativas a la ampliación de una nueva fase del mecanismo de 
financiación para el pago a los proveedores de las entidades locales y comunidades 
autónomas afectan a las obligaciones de pago derivadas de la contratación de obras, 
suministros o servicios, por lo que la competencia se reconduce, fundamentalmente, en 
este caso al artículo 149.1.18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia 
exclusiva para dictar legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas. 

Sería, por ello, este título competencial el que habilitaría al Estado a establecer 
medidas normativas de carácter básico para prevenir la morosidad en el pago de deudas 
surgidas en operaciones comerciales entre empresarios y Administración Pública, como 
consecuencia de los contratos administrativos suscritos entre las partes. 

No obstante, las medidas que afectan a las haciendas locales se encuadran en el 
artículo 149.1.14.ª que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre «Hacienda 
general y deuda del Estado», que en este caso prevalece sobre el artículo 149.1. 18.ª CE. 



Asimismo prevalece la competencia del artículo 149.1.14.ª CE en lo que se 
refiere a las especialidades del procedimiento aplicable para el suministro de 
información por parte de las comunidades autónomas y el pago de facturas. 

El capítulo II del título III se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución que establece la competencia del Estado en materia de legislación 
mercantil y civil. 

El título IV se dicta al amparo del artículo 149.1. 21.ª y 24.ª de la Constitución, 
que atribuyen al Estado la competencia sobre los ferrocarriles y transportes terrestres 
que transcurran por el territorio de más de una comunidad autónoma y sobre las obras 
públicas de interés general. 

Lo dispuesto en el título V de la presente ley tiene carácter básico al dictarse al 
amparo de las competencias que corresponden al Estado en el artículo 149.1.13.ª y 25.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva para 
determinar las bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica y las bases del régimen minero y energético, respectivamente. 
 Lo dispuesto en la disposición transitoria sexta y en las disposiciones finales 
decimotercera y decimocuarta de la presente ley tienen carácter básico al dictarse al 
amparo de las competencias que corresponden al Estado en el artículo 149.1.1.ª que le 
atribuye la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles, en el artículo 149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución Española, que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva para determinar las bases de la ordenación de los 
seguros y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 
 
……………………………………………………………………………………………. 
 
Disposición final undécima. Habilitación normativa y desarrollo reglamentario. 

 
Se faculta al Gobierno y a los titulares de los Ministerios de Justicia, Hacienda y 

Administraciones Públicas, Fomento, Empleo y Seguridad Social, Industria, Energía y 
Turismo, y Economía y Competitividad, para dictar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en esta ley. 

 
Disposición final duodécima. Modificación de disposiciones reglamentarias. 
 

Las modificaciones que, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, puedan 
realizarse respecto a las normas reglamentarias que son objeto de modificación por la 
misma, podrán efectuarse por normas del rango reglamentario correspondiente a la 
norma en que figuran. 
 
……………………………………………………………………………………………. 
 
Disposición final decimoquinta. Entrada en vigor. 

 
Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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